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LA IMPUGNACION DE LA SENTENCIA 
POR EL DEFENSOR DEL VINCULO 
EN LAS CAUSAS MATRIMONIALES 
FELICIANO GIL DE LAS HERAS 
1. Introducción. 
En las causas de nulidad de matrimonio siempre se da un con-
flicto entre el interés privado y el interés público. Son las par-
tes las que defienden el interés privado y es el Defensor · del vínculo 
el que defiende el interés público en cuanto que la defensa del 
vínculo interesa al bien público. 
Cuando una de las partes defiende el vínculo oponiéndose a la 
nulidad del matrimonio, 10 hace desde un ángulo distinto al que 
adopta el Defensor del vínculo. Este le defiende en cuanto interesa 
al bien público, el cónyuge en cuanto que defiende el interés privado. 
De ahí la necesidad de aquella figura aun cuando uno de los es-
posos se oponga a la nulidad del matrimonio. 
Sobre el modo como ha de cumplir esta misión el Defensor del 
vínculo se ha escrito abundantemente l. Nosotros nos limitaremos a 
exponer los diversos modos que tiene en su mano para impugnar 
la sentencia. Aquí se han de evitar los dos extremos: el de asignar 
al Defensor del vínculo la defensa del mismo «a toda costa» y el 
de caer en una lamentable indefensión. Es el justo equilibrio de la 
«búsqueda de la verdad objetiva» lo que define su misión y tenien-
do en cuenta la «charitas christiana» 2. Si en otros tiempos el De-
1. LEÓN DEL AMO, La defensa del vínculo. Madrid, 1954. 
2. BERSINI, F., Le «animadversiones» nel difensore del vincolo, en «Monitor 
ecc1esiasticus», 98 (1973), pág. 270-276; ROMITA, F., La «charitas christiana» sor-
gente del'ordinamento giuridico della Chiesa dopo i1 Vaticano Il. Biblioteca 
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fensor del vínculo cayó en el extremo primero, hoy hemos de reco-
nocer que está cayendo de modo muy lamentable en el segundo. 
Esto puedo afirmarlo desde la experiencia obtenida en los años 
de trabajo que llevo en el Tribunal de la Rota Española adonde 
llegan causas de toda España. Y es un defecto que urge corregir 
porque son las almas las que sufren las consecuencias de estos 
extremismos. Y para mejor conocer su misión en el campo concreto 
que vamos a exponer, no estará de más recordar los motivos que 
se tuvieron en cuenta para dar origen a esta figura. 
2. Origen de la figura del Defensor del vínculo. Su necesidad. 
Las razones que se dieron para crear esta figura y las circuns-
tancias que lo exigieron entonces, se están dando ahora para exigir 
su recta actuación. Los defectos y las consecuencias que entonces 
se dieron, se están repitiendo en nuestros días. Si entonces fue 
necesario crear la figura del Defensor del vínculo, ahora es nece-
sario revitalizarla. 
El Papa Benedicto XIV ,en la Constitución «Dei miseratione» de 
3 de noviembre de 1741, dio origen a esta figura y expuso las cir-
cunstancias y motivos que la estaban exigiendo: se estaban lamen-
tando graves abusos llegando a casarse los cónyuges tres y cuatro 
veces, tras los correspondientes pleitos de nulidad de matrimonio. 
Todo esto sucedía, según el mismo Pontífice, por alguna culpa de 
los Tribunales, por malicia y habilidad de los cónyuges pleiteando 
los dos contra el vínculo de mutuo acuerdo, aparentando, a veces, 
que no estaban conformes con ello; otras veces pleiteaba uno solo 
sin oposición alguna y, muchas veces, cuando se había opuesto la 
otra parte, no apelaba contra la sentencia favorable a la nulidad. 
Con todo ello se causaba una gravísima ofensa a la indisolubilidad 
del vínculo 3. El Papa llegaba a mencionar expresamente la «falta de 
jueces; la falta de ciencia o la mala voluntad de jueces inclinados 
a disolver los matrimonios»; el hecho de que se dé paso a pruebas 
ineptas o insuficientes «levi vel nullo habito examine». Hoy podría-
mos firmar estas mismas circunstancias porque las estamos com-
probando todos los días. 
«Monitor ecclesiasticus», 36, 1972; LoRENZO SPINELLI, La «charitas christina» 
sorgente dell'ordinamento giuridico della Chiesa dopo il Concilio Vaticano /I, 
Napoli, 1972. 
3. Constitución «Dei miseratione» de 3 de Noviembre de 1741, párrafo 3. 
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3. Las circunstancias actuales. 
Es bien conocido el discurso del Papa Pablo VI al Tribunal de 
la Rota Romana el 28 de enero de 1978. En él se denuncia una co-
rriente que quiere ver un «puro formulismo» en la ley procesal 
cuando es fruto de una «experiencia probada» y a la vez es garantía 
de «ponderada búsqueda e ilustración para el Juez». Para el Pon-
tífice esta falta de respeto y de observancia a la ley ha traído. como 
consecuencia, el caer en una «facilonería» y «permisividad» con 
«detrimento de la misma ley de Dios y con perjuicio del bien de 
las almas». Y, concretando más, el Papa denunciaba la «evasión de 
la ley procesal canónica» con la «artificiosa creación de domicilio 
o cuasi domicilio o residencias estables fingidas» 4. 
En el número 1.878 de la Revista «Ecclesia» hice un comen-
tario al discurso mencionado y enumeraba algunos de los abusos 
con estos términos tomados de casos reales: «se quiere ver la 
exclusión perpetua de la prole o del «ius ad corpus» allí donde sola-
mente se ha dado una limitación temporal de la natalidad; la 
exclusión de la indisolubilidad donde solamente hubo voluntad de 
separarse en caso de no entenderse los cónyuges; incapacidad para 
las relaciones interpersonales allí donde no hay más que una diver-
sidad de caracteres y un fracaso en el matrimonio; que ha desapa-
recido el vínculo donde ha desaparecido el amor; que se ha ido al 
matrimonio excluyendo la fidelidad por el mero hecho de haber 
cometido adulterio uno de los cónyuges; se ha dado plena auto-
ridad al dictamen de un perito que no ha explorado al cónyuge y 
se ha servido solamente de las respuestas que se han puesto en un 
impreso remitido por el Tribunal y que ha podido rellenar el mismo 
Letrado; se funda la certeza moral en las declaraciones de unos 
testigos por el solo hecho de que han declarado bajo juramento 
sin averiguar por la crítica interna si estos testigos mienten o dicen 
la verdad; se admiten nuevos testigos en Segunda Instancia sólo 
porque los primeros no dieron el resultado apetecido sin preocu-
parse de 10 exigido por la norma en estos casos; se considera como 
argumento para declarar la nulidad del matrimonio la compasión 
que merecen los cónyuges ante el drama de su vida; se ha de mirar 
más que a la ley, dicen, a la persona» 5. 
4. «Ecc1esia» n. 1873. 
5. Y una exposición de abusos más detallada puede verse en un comenta-
rio más amplio al mismo discurso cuyo autor es MONS. DEL AMo, en R.E.D.C. 
34 (1978), págs. 75 ss. 
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También conviene mencionar aquí los «memorandum» enviados 
por la Signatura Apostólica a las Conferencias Episcopales de Es-
tados Unidos y de España en cuyos documentos se exponen casos 
de abusos concretos y realmente muy lamentables 6. 
Ante esta exposición de hechos abusivos y lamentables, no he-
mos de quedarnos en una inútil lamentación, hemos de buscar el 
remedio. Uno de éstos, y muy importante, se encuentra en la misión 
fiel y diligente del D. del v. Si no cumplió el de Primera Instancia, 
el de Segunda tiene en su mano el remedio de impugnar la sentencia 
y pedir que se corrijan los abusos advertidos. Este es el tema a 
desarrollar en este trabajo. 
4. La apelación. 
Una de las obligaciones principales que tiene el D. del v. es la de 
apelar siempre contra la primera sentencia afirmativa, hasta el 
punto de que, si se muestra negligente en cumplir esta obligación, 
debe ser compelido a ello por la autoridad del Juez 7. Y aún cuando 
haya apelado la parte, sigue esta obligación sobre el D. del v. 8• Las 
facultades especiales concedidas a algunas Conferencias Episcopales 
para dispensar de esta obligación están creando situaciones repro-
chables como las mencionadas por la Constitución «Dei misera-
tione» y las que expone el memorial de la Signatura Apostólica a 
la Conferencia de los Estados Unidos: «La sección tercera del ar-
tículo 23 faculta al Ordinario en los casos excepcionales, siempre 
y cuando la apelación, a juicio de él y del D. de v., aparezca supér-
flua, para requerir a la Conferencia Episcopal, que el D. del v. sea 
dispensado del deber de apelar. Pero cualquiera puede observar, 
tomando en cuenta los informes de los Tribunales, que esa dispensa 
del deber de apelar no se concede sólo en casos excepcionales, 
sino en casi todos los casos» 9. 
6. El memorial a la C. E. de los EE.UU., se publicó en REDC. 3S (1979). 
7. Can. 1986; arto 212 de la "Provida Maten>; Causas matrimoniales, 
arto VII. 
8. Provida Mater, arto 213. 
9. El subrayado es nuestro. Cfr. R.E.D.C., 35 (1979), pág. 384. Esta medida 
tomada por el Legislador sobre la obligación de apelar impuesta al D. del v. 
no es un privilegio con perjuicio del interés privado y en beneficio del interés 
público. Es muy justa y equitativa esta norma. Por más que en el proceso se 
atribuyen facultades especiales al D. del V., es cierto que siempre se muestra 
más diligente la parte defendiendo el interés privado que el D. del V. defendien-
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De esta obligación de apelar que tiene el D. del v. se siguen 
consecuencias para éste y para el Juez de Segunda Instancia. Am-
bos tienen la obligación de estudiar la sentencia apelada en todos 
los autos. Si no fuese así, no tendría razón de ser la obligación 
de apelar impuesta por el Legislador. Queremos insistir en esto 
porque consta de algún Juez que se gloría de ratificar todas las 
sentencias que caen en sus manos viniendo afirmativas de Primera 
Instancia. Y lo justifica diciendo que considera suficientemente 
capacitado al Tribunal que dio aquella sentencia afirmativa. Claro 
que con este criterio no necesita estudiar la causa para dar el 
decreto ratificatorio, muy fácilmente que dé un decreto nulo por 
falta de motivación y, en este caso, no sería necesario ya el Tribunal 
de apelación. Aquel Juez que ratifica, sin más, todas las sentencias 
afirmativas sostiene el mismo error. Y lo mismo diremos del D. del 
v. que tiene por sistema no recurrir nunca de los decretos ratifi-
catorios de aquellos Jueces. 
Se nos ocurre traer aquí aquel defecto o irregularidad que ad-
vertía el Tribunal de la Signatura Apostólica en el «memorandum» 
que enviaba a la Conferencia Episcopal Española: «El Tribunal de 
Brooklyn comenzó introduciendo una normativa contraria al Código 
de Derecho Canónico e incluso a las mismas «normas americanas» 
para resolver con mayor rapidez las numerosas causas de nulidad 
matrimonial que se introducían. Esto ha sido imitado por otros 
Tribunales americanos. Y varios Jueces y personas, que trabajan 
en Tribunales eclesiásticos españoles, han viajado a los Estados 
Unidos para aprender los mismos métodos». 
En la conocida doble opinión, surgida después del M. p. «Causas 
matrimoniales» sobre el doble régimen de apelación: el que existía 
hasta ahora según los cánones 1.879-1.891 y arts. 212-213, y el intro-
ducido por el mencionado M, p. «Causas matrimoniales» 10, estimo 
como más fundada la opinión que sostiene el doble régimen de 
apelación. El introducido por el M. p. se aplicará para las causas 
en las que se ha dado la sentencia afirmativa en Primera Instancia 
do el interés público. Con esta norma de la obligación de apelar se viene a 
poner un remedio a la falta de diligencia del D. del v. y, con ello, se establece 
un equilibrio que podría estar descompensado de otra forma. Dice al respecto 
BARTOCETTI comentando esta falta de diligencia del D. del v.: «Muchos matri-
monios, que se tienen por nulos, se reconocería que son válidos; muchos erro-
res de hecho, y lo que es más grave, de derecho, se evitarían» (TORRES, Processus 
matrimonialis, Neapoli, 1956, pág. 465). 
10. Cfr. CORDON, De appellationibus iuxta M.p. "Causas matrimoniales», en 
«Periodica», 63 (1974), págs. 286-316. 
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o en equivalente a Primera Instancia cuando en la Segunda se trata 
un capítulo nuevo. Los demás casos se regirán por lo establecido 
en el Código y en la «Provida Maten>. Encontramos más fundada 
esta opinión sobre todo desde la respuesta dada por la Comisión 
de Intérpretes del Concilio Vaticano JI que dice: «No se puede 
confirmar por decreto cuando la primera sentencia es afirmativa 
y la segunda negativa» 11. A pari hemos ' de afirmar cuando la pri-
mera sentencia fue negativa y la segunda afirmativa, en Tercer Grado 
no se podrá ratificar mediante decreto. Esto indica claramente que 
no se sigue en estos casos el régimen de apelación del M. p. «Causas 
matrimoniales». 
Esta también parece ser la práctica en la Jurisprudencia rotal 12. 
También la consideramos como más concorde con el texto del 
M. p.13 Y gozando de razones más poderosas 14. En la misma línea 
Del Amo 15. 
Tratando de exponer primero el régimen de apelación estable-
cido en el M. p. «Causas matrimoniales» y siguiendo el orden cro-
nológico procesal, después de la apelación del D. -del v. de Primer 
Grado, sigue el escrito de animadversiones del D. del v. de Segunda 
Instancia 16. 
5. El escrito de animadversiones. 
Es el momento que tiene el D. del v. para impugnar la sentencia 
que ha sido apelada. 
Es el momento de advertir los abusos que se han cometido tanto 
en cuanto al derecho sustantivo como en cuanto al procesal. En 
este escrito se debe advertir todo aquello que funde sospecha de 
injusticia, si son correctos los principios jurídicos traídos a la sen-
tencia, si los hechos están suficientemente probados, si llegan a 
formar la certeza moral sobre la nulidad del matrimonio, sencilla-
11. A. A. S., 65 (1973), pág. 620. 
12. GORDON, a. c. pág. 298-99. 
13. DE JORIO, Exordium processus extraordinarii in M.p. «Causas matri-
moniales», en «Periodica», 63 (1974), págs. 463-468. 
14. Cfr. DE JORIO, a. c., «Exordium processus ... ». 
15. Dos comentarios al M.p. «Causas matrimoniales», en R.E.D.C., 28 (1972) 
págs. 710 ss. 
16. En este régimen de apelación, en vez de proseguir la apelación, se 
presenta el escrito de animadversiones diciendo si «tiene algo que oponer a la 
decisión dada en Primer Grado» (art. VIII). 
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mente debe advertir si el vínculo ha estado defendido con diligencia 
y competencia o, por el contrario, si ha estado indefenso. 
a) La indefensión del vínculo. 
Es frecuentísimo en nuestros tiempos encontrarnos con senten-
cias afirmativas en causas de nulidad matrimonial en cuyo proceso 
el D. del v. ni siquiera se ha molestado en proponer pruebas. El 
artículo 123 de la «Provida Maten> dice expresamente que el D. del 
v. «puede presentar testigos» y lo mismo el canon 1.759 que añade 
«si así conviene a la causa». Si el Juez está facultado para proponer 
testigos de oficio «siempre que el bien público lo exija» 17; y si el 
canon 1.619,2 le dice al Juez que debe suplir las pruebas «cuando 
lo exige el bien público o la salvación de las almas» y no han sido 
puestas por el actor o el reo, no vernos por qué se ha de librar 
de esta obligación el D. del v. en las mismas circunstancias. 
Por otra parte, el Legislador ya ha proveído con respecto a esta 
obligación expresamente. Así la Circular de la S. C. de Sacramentos 
del 15 de agosto de 1949 dice terminantemente: «Es muy conve-
niente, más aún, a veces necesario, que el Juez, a instancias del 
D. del v., presente testigos de oficio que estén libres de sospecha». 
y encarga al D. del v. que haga las averiguaciones pertinentes para 
elegir estos testigos (n. 2). No le será difícil al D. del v. encontrar 
las personas aptas para declarar si asiste a las declaraciones de las 
partes y de los testigos y si hace las preguntas pertinentes. No 
comprendernos cómo hay personas con este cargo que se desentien-
den de esta obligación. La mente del Legislador es clara. Con evi-
dencia se pone en el esquema del nuevo Código esta obligación 18. 
y la misma Circular mencionada no duda en advertir los graves 
peligros que se dan con una actitud pasiva y de ausencia de la 
persona del D. del vínculo en estos actos de las declaraciones de las 
partes y los testigos. La ausencia del D. del v. en las declaraciones 
de las partes y testigos obliga al Juez, en no pocas ocasiones, a 
hacer las veces de aquél. Y esto también trae sus consecuencias. 
Puede aparecer el Juez corno inclinado al interés público contra el 
17. en. 1.759,3. 
18. «Para las causas en las cuales se trata de la nulidad de la sagrada or-
denación o de la nulidad o disolución del matrimonio constitúyase en la dió-
cesis el D. del v. que está obligado a proponer y exponer todo aquello que 
puede aducirse razonablemente contra la nulidad o la disolución» (en. 31; 
Communicationes, 1978, vol. X, n. 2 pág. 238). 
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interés privado. Y ni es ésta su misión ni debe dar sospecha alguna 
de ello. 
Con razón la Circular reprocha la actitud pasiva del D. del v. 
cuando «ni averigua las personas que han de ser llamadas a decla-
rar, ni presenta testigos de oficio» (n. 10). Le advierte que debe ser 
una ayuda y un complemento de la labor del Juez» (n. 10). Pero 
con la ausencia no cabe esta ayuda, con la pasividad tampoco. 
El esquema del nuevo Código también quiere evitar esta pasi-
vidad que, a veces, adopta el D. del v. Por eso prescribe que «siempre 
que el Juez mande que se oiga a la otra parte o a las dos, se ha 
de oír al D. del vínculo, si interviene» 1~. También hemos de elogiar 
lo acertado de esta norma para que esté suficientemente defendido 
el vínculo. Pero de nada serviría esta norma si el D. del v. no lleva 
con celo la misión que se le ha confiado. Esperemos que esta negli-
gencia actual para asistir a las interrogaciones de los testigos sea 
neutralizada con la nueva norma del esquema del Codex donde se 
concede a los Abogados el derecho de asistir «al examen de los 
testigos, de los peritos y de las partes» 20. 
La Jurisprudencia considera una laguna procesal el hecho de que 
no haya presentado testigos de oficio el D.del V. 21 • No podemos 
olvidar que en las causas de nulidad matrimonial en las que las 
dos partes están de acuerdo en la nulidad, no hay litigio entre las 
dos partes y es fácil la conformidad para formar un montaje en la 
prueba. En estas causas el verdadero demandado es el D. del vínculo 
o el mismo vínculo. Así lo afirma una sentencia rotal: «In huius-
modi causis enim non habetur conflictUs inter duas partes, sed 
plerumque consilium sceleris: verus conventus in causis matrimo-
nialibus est vinculum seu huius defensor» 22. 
Ante esta realidad hemos d{~ reconocer que nos encontramos en 
un caso de indefensión del vínculo. ¿ Qué diríamos de aquella causa 
en la que el Letrado del actor o del demandado no se hubiese preo-
cupado en absoluto de presentar la prueba en favor de su patro-
cinado? Se podría pedir la nulidad de sentencia por indefensión y 
esto por derecho natural. Las mismas razones existen cuando esta 
indefensión la ha sufrido el vínculo. En todo caso tiene el Defensor 
del vínculo de Segunda Instancia un motivo grave para pedir que 
19. Cn. 33; Communicationes, 1978, vol. X, n. 2, pág. 238. 
20. Cn. 342; Communicationes, 1979, vol. XI, n. 2, pág. 262. 
21. SRRD., 3 (1911), pág. 465, n. 11 c. LEGA; 18 (1926), pág. 284, n. 6 c. 
QUATROCOLO; 27 (135), pág. 22, C. MANUCCI; 31 (1939), pág. 126, n. 9 c. TEODORI. 
22. SRRD., 58 (1966), pág. 99, n. 5 c. DE JORIO. 
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no sea ratificada la sentencia del Primera Instancia sino que pase 
a curso ordinario. Así se podrá corregir aquel gravísimo defecto. 
Más adelante veremos que también existiría en este caso motivo 
para querella de nulidad. 
A veces, suele decir el D. del v. que no ha presentado testigos 
porque la causa aparecía ya suficientemente clara para dar senten-
cia en sentido afirmativo. A esto hemos de contestar que proba-
blemente, en muchos casos, no aparecería eso tan claro si se hu-
biesen presentado testigos de oficio. Si no se defiende el reo, con la 
escasa prueba que presente el actor, puede salir éste victorioso. La 
Constitución «Dei miseratione» exige que el D. del v. cumpla con 
su deber haciendo que haya «una recta discusión entre la parte y 
el D. del v. y así salga con más facilidad la verdad histórica de los 
hechos que es el fin principal y último de todos los juicios» (n. 11). 
Pero ¿ qué discusión existe allí donde una sola parte presenta las 
pruebas? Es más, diríamos ¿qué contradictorio se hadado si las 
dos partes han ido de acuerdo y nadie se ha opuesto de modo efi-
caz? Diríamos que , la misma validez del proceso está amenazada 
en estos casos por faltar un elemento esencial: el contradictorio. 
El Papa Juan Pablo 11 decía en la última Alocución al Tribunal 
de la Rota Romana que «todos los actos del juicio eclesiástico, 
desde la petición a las escrituras de defensa, pueden y deben ser 
fuente de verdad; pero especialmente deben serlo los actos de la 
causa y entre éstos los actos instructorios» 23. El D. del v. tiene asig-
nada una misión durante toda la instrucción de la causa para garan-
tizar esta fuente de verdad en los actos instructorios. A veces, las 
partes refieren anomalías que observaron durante sus declaraciones 
en Primera Instancia. Naturalmente, no estaba presente el D. del v. 
b) La falta de interrogatorios hechos por el D. del v. 
Tampoco es infrecuente que llegue una causa a manos del D. 
del v. de Grado Superior, con una sentencia afirmativa basada en 
unas respuestas de los testigos a unos interrogatorios hechos por el 
Letrado que sugieren totalmente lo que se debe responder. El 
D. del v. o no los hizo o dio por buenos los del Letrado a pesar de 
esta irregularidad que hemos anotado. ¿ Qué certeza puede obtener 
el Juez ante unas pruebas testificales cuando los testigos han decla-
rado de esta forma tan extraña? 
23. «Ecc1esia», n. 1971. Alocución de 23 de Febrero de 1980. 
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Las normas prescriben que el «D. del v. debe presentar al Juez 
los interrogatorios que habrá confeccionado teniendo también en 
cuenta los artículos presentados por las partes» 24. A veces es el 
D. del v. el que ha presentado los interrogatorios pero los ha hecho 
sin estudio previo de la causa o ha aplicado un interrogatorio que 
ya tienen para todas las causas que se presenten por el mismo ca-
pítulo. A éstos se les ha llamado interrogatorios de «cliché». Salta 
a la vista que con estas irregularidades no puede darse una instruc-
ción correcta que vaya dirigida a buscar la verdad histórica de los 
hechos. 
y no es menor defecto el hacer los interrogatorios sin pedir a 
los declarantes que concreten las circunstancias de lo que han pre-
senciado o han oído. Así es frecuente encontrar estas declaraciones: 
«la esposa no quería tener hijos»; «el esposo no admitía la indiso-
lubilidad del matrimonio»; «los esposos se casaron porque se lo 
impuso el padre». No dicen ni cómo lo han sabido, ni en qué 
tiempo, ni qué otras circunstancias concurrieron. 
Fácilmente puede ser impugnada por el D. del v. una sentencia 
que se funda en declaraciones de este tenor. Sobrarían motivos para 
que el D. del v. pidiera que no se ratificara la sentencia sino que 
pasara a curso ordinario pues es preciso corregir estas irregularida-
des y fundamentar la sentencia en declaraciones que ofrezcan algu-
na garantía de veracidad. 
Además, en estos casos se ha cometido injusticia desde el mo-
mento que no se han cumplido las normas porque el canon 1.744 
prescribe que al testigo se le deben hacer preguntas «que atañen 
a la misma causa y ha de averiguarse por dónde y de qué modo 
ha venido en conocimiento de lo que afirma». Y el artÍCulo 100 de la 
«Provida Maten>, más expresamente: «Se ha de preguntar a los tes-
tigos de dónde y cómo les ha venido el conocimiento de aquello 
que afirman; si de vista y por experiencia propia, si de haberlo oído 
a quienes lo vieron o a los que a su vez lo oyeron, si de fama, etc. y 
sobre todo en qué tiempo precisamente». 
Al respecto escribe Jullien: «El Juez Instructor jamás dejará de 
seguir la vía trazada por el Legislador para buscar imparcialmente 
y con detalle los hechos con sus · circunstancias características, in-
sistiendo en saber por qué, cuándo, cómo ha conocido los hechos 
el testigo ... ; el Juez con su inteligencia, su energía y su prudencia 
trata de descubrir la verdad, reconstruyendo el hecho complejo con 
sus circunstancias, con todos los matices del acto humano» 25. 
24. Arts. 70; 125, 2. 
25. Juges et avocats des Tribunaux de l'Eglise, Roma 1970, pág. 343 Y 351. 
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La utilidad de lo prescrito por la norma es resumido por Mon-
señor Del Amo en estos términos: «Con esta clase de preguntas debe 
intentarse tanto la adquisición de nuevas noticias como el cercio-
rarse de la ciencia, veracidad y sinceridad del testigo ... , noticias más 
claras que ofrezcan indicios útiles ... ; con estas preguntas que lla-
mamos de adveración es fácil que, improvisando ahora sin el co-
nocimiento debido de los hechos, se vea el testigo muy perplejo y 
termine confesando su falta de ciencia o incurriendo en subterfu-
gios y ambigüedades sospechosas» 26. 
Es tan necesario concretar estas circunstancias que sin ello no 
se puede hacer la sana crítica de la prueba testifical. Así afirma 
Jullien que sin este requisito no se puede llegar al conocimiento 
de la verdad 27. Y si no ha habido posibilidad de llegar al conoci-
miento de la verdad, aun cuando la sentencia sea afirmativa, se debe 
impugnar para que no sea ratificada. Otro motivo en el que puede 
y debe el D. del v. apoyarse para pedir que la causa pase a curso 
ordinario. 
Pero no sólo en el interrogatorio se debe pedir la respuesta con-
creta con relación a las circunstancias concretas. Es preciso conocer 
bien el capítulo por el que se pide la nulidad para hacer· preguntas 
específicas del caso concreto. Para ello es necesario que el D. del v. 
tenga conocimientos adecuados del Derecho Canónico y esté al co-
rriente de la Jurisprudencia. Así resume Torres las consecuencias 
de una mala instrucción por unos malos interrogatorios: «Toda la 
fuerza de las declaraciones de los testigos depende no sólo del 
prudente consejo del Juez Instructor sino también de su conoci-
miento del Derecho Canónico. No es infrecuente el hecho de que la 
omisión de una circunstancia, que se les propone a las partes o 
testigos que ya declararon, si se les pregunta por qué la omitieron 
en la declaración anterior, contesten con la mayor simplicidad: 
porque nadie me preguntó sobre esa circunstancia. Lo que con esto 
se consigue, añade el mencionado canonista, es que haya necesidad 
de interrogar de nuevo a las partes o testigos con la consiguiente 
pérdida de tiempo y perjuicio para los interesados» 28. 
26. Valoración de los testimonios en Derecho Canónico. Salamanca, 1968, 
pág. 28. 
27. O. c. pág. 269 ss. 
28. O. c. pág. 243. Queremos llamar la atención sobre lo que está suce-
diendo en algunos Tribunales nombrando jueces instructores a quienes no 
tienen la menor idea de cómo debe hacerse ésta. Sugerimos que a quienes se 
les haya de dar este cargo se les facilite previamente los conocimientos prác-
ticos que necesitan. Así se evitarían ciertas instrucciones tan defectuosas como 
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Tengo experiencia directa sobre causas con sentencia afirma-
tiva mandadas a curso ordinario por el defecto de declaraciones de-
masiado generales que nada decían. Habiendo instruido de nuevo 
la causa y habiendo invitado de nuevo a los mismos testigos a con-
cretar las circunstancias de los hechos que declararon en la Instan-
cia anterior, cayeron en las más claras contradicciones o se vieron 
en la necesidad de contestar que las ignoraban. Indicio claro de que 
no dijeron verdad en su primera declaración pero les resultó suma-
mente fácil hacer aquellas afirmaciones generales que ya sabían 
habían de favorecer a la parte. Se ha sorprendido a algún Letrado 
poniendo los mismos testigos en diversas causas y sus declaraciones, 
en unas y otras, eran por el mismo estilo y cliché. La pura casuali-
dad resulta inexplicable. Estos montajes deben ser descubiertos por 
el D. del v. o por el Juez. Y son motivo suficiente para pedir que 
la causa pase a curso ordinario porque la prueba es sumamente 
sospechosa. 
También se ha dicho, por Letrados que intervienen activamente 
en nuestros Tribunales y por Jueces; que no es necesario averiguar 
si las partes y los testigos dicen, o no, verdad en sus declaraciones 
pues, siendo un asunto de conciencia y dependiente la validez de la 
sentencia de la veracidad de los hechos, los cónyuges ya saben que 
de nada les sirve tener una sentencia afirmativa si se basa en 
hechos falsos. No podemos callar ante semejante error y argucia. 
El Juez tiene la obligación de dar la sentencia «iuxta acta et 
probata» 29. Pero ¿qué prueba ha habido allí donde no sabemos si 
los testigos y las partes han dicho la verdad? Por desgracia, no es 
suficiente el saber que la declaración ha sido hecha bajo juramento. 
Por este motivo prescribe la norma que «la deposición judicial de 
las partes no es apta para constituir prueba contra la validez del 
matrimonio 30. Y no está demás recordar que los testigos, en sus 
declaraciones generales sin especificar circunstancias, dijeron o pu-
dieron decir lo que oyeron al mismo esposo o esposa en tiempo sos-
pechoso, pero como nadie les pidió esta circunstancia, tampoco 
ellos la manifestaron. Su conciencia pudo quedar tranquila. Toda 
la responsabilidad caería sobre el Juez o sobre el D. del v. que nada 
opuso ante estas irregularidades. 
Todavía se debe advertir que, dentro de poco tiempo se dirá en 
perjudiciales a las mismas partes por lo que pueden suponer de demora en 
el proceso para tener que repetirlas. 
29. en. 1869, 2. 
30. Art. 117. 
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nuestra nación lo que es frecuente en aquellas naciones donde ya 
existe el divorcio: «hemos de creer que quienes acuden a nuestros 
Tribunales vienen a decir la verdad, para tranquilizar su conciencia, 
de lo contrario, no se explicaría que acudiesen a nosotros cuando lo 
mismo podrían obtener pidiendo el divorcio y lo obtendrían con 
mayor facilidad». No deja de ser otra argucia este razonamiento. 
Dos respuestas principalmente se deben dar para hacer ver el so-
fisma que se esconde en estas afirmaciones. En primer lugar diré 
que si los Tribunales lo ponen tan fácil que hayamos de creer, sin 
más, a todo lo que nos digan las partes y los testigos, los mismos 
cónyuges concluirán lógicamente: «para qué vamos a acudir al di-
vorcio si se concede con mayor facilidad la nulidad del matrimonio 
ante los Tribunales de la Iglesia». Y en segundo lugar, hemos de 
reconocer que no todos los que acuden a los Tribunales de la Iglesia 
lo hacen por· tranquilizar su conciencia sobre todo allí donde existe 
el divorcio. Existen otros motivos y otros intereses como es el apa-
recer ante la familia y ante la sociedad como teniendo la nulidad 
del matrimonio por la Iglesia. Esto les podrá abrir unas puertas 
para otras nupcias y en caso de divorcio les estarían cerradas. La 
sentencia que se apoye en estos falsos argumentos no debe ser 
ratificada por decreto y así deberá pedirlo el D. del v. en su escrito 
de animadversiones. 
c) El expediente prematrimonial. 
También es frecuente, sobre todo en los últimos tiempos, el pres-
cindir del expediente prematrimonial en el proceso de nulidad de 
matrimonio. El D. del v. no le pidió como prueba de oficio y todos 
callaron. El D. del v. de apelación se encuentra con este vacío pro-
cesal. Los Jueces que así proceden y los mismos Defensores del v. 
suelen decir que este documento nada prueba, que muchas veces 
ni siquiera está hecho por el Párroco, que no se les leen a los contra-
yentes ni a los testigos las cláusulas que, bajo juramento, van a 
firmar. 
Se debe contestar que éstas son afirmaciones gratuitas, que se 
debe demostrar en cada caso concreto, que así ha sucedido; que 
no se debe pensar que solamente el Párroco hará bien el expe-
diente de modo que no pueda hacerlo igual o mejor otro sacerdote. 
La obligación de probar cae sobre aquel que afirma 31. Y decir que 
todos sacerdotes hacen mal estos expedientes es una ofensa gratuita. 
31. en. 1748. 
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Frente a este método arbitrario de actuar en el proceso está la nor-
ma dada por el Legislador. La Circular de la S. C. de Sacramentos 
del 15 de agosto de 1949 advierte al Juez que debe pedir este expe-
diente y tendrá justa razón de las dclaraciones juradas que allí hi-
cieron las partes, principalmente cuando afirmaron que libre y cons-
cientemente han excluido los bienes del matrimonio y en el expe-
diente manifestaron que iban al matrimonio sin intención de excluir 
nada esencial al mismo (n. 9). 
A nadie se le oculta que, si el expediente se hizo bien, tiene un 
valor no despreciable. Si se les instruyó en lo que iban a firmar, 
en la gravedad del juramento, este documento es una prueba en 
favor del vínculo. La Circular mencionada así valora el expediente 
prematrimonial: «Síguese, en consecuencia, que el Juez no podrá 
admitir que el esposo o esposa, cuando . emitieron el juramento, 
ignoraban lo que hicieron o juraron en falso. Sólo ante argumentos 
apodícticos, que le obliguen a lo contrario, lo admitirá» (n. 9). Quien 
entonces juró en falso, también puede hacerlo ahora ante el Tri-
bunal. Si entonces hubo un interés para jurar en falso , una causa: 
o un motivo, como puede ser la causa de simular (j contraer, también 
en el proceso tiene un interés, . una causa y un, motivo: el conseguir 
la declaración de nulidad de su matrimonio. En todo caso, la decla-
ración de las partes y de los testigos que lo fueron en el expediente 
quedará muy neutralizada ante lo que firmaron entonces. Para dejar 
demostrada la causa de la nulidad del matrimonio será preciso acu-
dir a otros argumentos. No sería honesto formar una prueba con 
aquellos testigos o partes que bajo juramento dijeron lo contrario 
en otra ocasión. 
La doctrina y la Jurisprudencia valoran este documento como 
prueba 32. Cón relación a los testigos del expediente que también 
declaran en el proceso, se ha de tener una gran reserva antes de 
darles crédito. De la Jurisprudencia podemos obtener estos crite-
rios: Una sentencia rotal dice que el testigo en uno de los dos casos 
ha mentido 33 siendo necesarios argumentos fuera de toda excepción 
para desvirtuar este hecho 34. Otra sentencia exige en estos casos 
una prueba «plenior» para desvirtuarle 35. No faltan sentencias que 
afirman que en estos casos 10 mejor será prescindir ' de estos tes-
tigos 36 aplicando el principio de «semel mendax, semper mendax». 
32. Cfr. BARTOCETTI, Adnótationes ad LitteraS Circulares.,. . en «Monitor 
ecclesiasticus», 1950, pág. 51. 
33. SRRD., 41 (1949), pág. 215, n: 6 c. FELlCI. 
34. SRRD., 41 (1949) , pág. 225, n. 6 c. FILlPIAK. 
35. SRRD., 25 (1933), pág. 543, n . 5 c. PARRILLO. 
36. SRRD., 31 (1939), pág. 336, n. 2 c. JANASIK. 
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Es claro que el D. del v. del Tribunal de apelación tiene motivos 
para impugnar la sentencia y pedir que no sea ratificada sino man-
dada a curso ordinario cuando no sabe si los testigos más impor-
tantes en el proceso lo han sido en el expediente prematrimonial 
o cuando tiene constancia de ello y no se ha tenido en cuenta en la 
sentencia. El hecho de que el actor o el Letrado, sabiéndolo, no 
hayan tenido esscrúpulos en poner estos testigos, es indicio de que 
tampoco lo habrán tenido para poner otros con irregularidades de 
otra índole. 
y no es éste el único aspecto de interés que debe valorarse en 
el expediente. A veces será de gran importancia la fecha que llevan 
los diversos documentos que en él se contienen. El argumento de 
boda precipitada puede ser desvirtuado ante documentos que llevan 
fecha de meses anteriores y que indican que no hubo tal precipita-
ción, como ya se han dado casos concretos. Con todo, hemos de 
reconocer que, ante las nuevas necesidades y la nueva picaresca, 
los expedientes deben ser reformados y adecuados, como los Párro-
cos urgidos a que le hagan con la seriedad requerida, como al 
D. del v. para que les exija en todo proceso de nulidad de matri-
monio 37. Recuerdo el caso de aquellos cónyuges que pedían la nuli-
dad de su matrimonio por las coacciones de sus familiares ante 
el embarazo. Las fechas del expediente prematrimonial le hicieron 
ver al Juez que ya se estaban preparando los papeles para la boda 
antes de que la esposa quedara en estado de embarazo. 
d) Los autos de separación conyugal. 
También es argumento en· favor de la indefensión del vínculo el 
hecho de que no hayan sido incorporados al proceso de nulidad 
los autos de separación conyugal. Esto sucede con relativa fre-
cuencia. 
También aquí se obra contra lo establecido por la norma y, por 
consiguiente, el D. del v. de apelación encontrará argumento o mo-
tivos para pedir que la causa pase a curso ordinario para corregir 
este defecto. Su corrección puede cambiar el sentido de la sen-
tencia. 
El artículo 168 de la «Provida Maten> prescribe que «si el vínculo 
ha sido disuelto o declarado nulo, procurará el instructor que las 
37. En el número 1.906 de «Ecclesia» haéÍamos diversas consideraciones 
sobre las precauciones que se deben tomar en cuenta antes de proceder a 
asistir al matrimonio. «Ecclesia», 21 de octubre de 1978, pp. 1.299-1301. 
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partes exhiban tanto la petición presentada ante el fuero civil como 
la sentencia dada por el Magistrado y, si el caso lo pide, también 
los autos de la causa civil». No cabe duda que cuanto allí se ha 
expuesto puede tener interés en el mérito de la causa de nulidad 
del matrimonio en el foro eclesiástico. Y, si esto establece la norma 
en cuanto · a los autos del foro civil, por la misma razón deben ser 
pedidos los autos de la causa de separación conyugal. Aun cuando 
sea distinta la acción en ambos procesos, las declaraciones hechas 
en uno de ellos puede ilustrar el objeto discutido en el otro. Así lo 
entiende la doctrina y la Jurisprudencia 38. En una causa de nulidad 
que mandé a curso ordinario, en la que no se habían incorporado 
los autos de la causa de separación al proceso de nulidad,en el 
período de prueba fueron pedidos aquéllos de oficio. Examinadas 
las pruebas testificales, advertimos que los testigos declararon en-
tonces todo lo contrario a lo declarado en el proceso de nulidad 
en cuanto a los mismos puntos que fueron interrogados en ambos 
procesos. Con ello se pudo descubrir · que los testigos mentían en 
favor del interés del esposo sin escrúpulos al juramento que habían 
hecho en ambas declaraciones. 
Ante esta realidad, no dudamos en afirmar que el D. del v. tiene 
motivos para impugnar la sentencia afirmativa y pedir que sea 
mandada a curso ordinario. Podrá objetarse que ha sido un gasto 
inútil en economía y en tiempo cuando, enviada la causa a curso 
ordinario, ninguna prueba de interés se ha encontrado. Ciertamente 
que sería de lamentar pero de ello será responsable quien debió 
interesarse en Primera Instancia por la aportación de estos autos 
al proceso y no lo hizo. 
Tampoco se debe olvidar que, a veces, la causa de . separación se 
ha presentado con la intención de presentar posteriormente la de-
manda de nulidad. De este modo aquella pudo 'ser preparada ya 
como prueba para este proceso. Y en este caso se puede caer en 
el peligro de considerar como prueba de tiempo no sospechoso la 
que ha sido preparada y hasta prefabricada. Pero en este caso será 
la misma parte la interesada en aportar esta prueba . . El Juez no 
podrá menos de apreciar este detalle por el significado que puede 
tener. 
e) La negligencia . en aportar la prueba documental. 
No deja de ser éste también un caso de indefensión cuando 
esta prueba debió ser pedida por el D. del v: Y podemos decir que 
38. DEL AMO, La defensa del vínculo, pág. 394. 
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en nuestros tiempos se aprecia frecuentemente . este defecto sobre 
todo en ciertos Tribunales que después se precian de haber fallado 
gran número de sentencias en un año pero no mencionan el modo 
cómo se han instruido esas causas. 
Se excusan de pedir la prueba documental porque sobre el hecho 
ya se han pronunciado los testigos y las partes. Pero no reparan 
que tanto aquéllos como éstas pueden estar advertidos para que 
declaren en un sentido favorable al interés que pretenden conseguir. 
y sobre todo no apreciaron el verdadero valor de la prueba docu-
mental en el caso concreto. Al respecto puedo aportar el caso en 
el que se había pedido la nulidad del matrimonio por coacción 
ante un caso de embarazo. La parte interesada había presentado la 
partida de defunción de la hija pero no había presentado la partida 
de nacimiento ni la de Bautismo. Los testigos habían declarado en 
favor de la coacción y del embarazo. En el proceso de Segunda 
Instancia se pidió la partida de nacimiento y se comprobó que la 
esposa no fue embarazada al matrimonio. 
En este apartado queremos decir que el D. del v. puede encontrar 
motivos suficientes para pedir no sea ratificada la sentencia y pase 
a curso ordinario cuando se descubre que no se han aportado a 
los autos documentos que son la verdadera prueba en cuanto a un 
hecho fundamental para el mérito de la causa. 
f) La actuación dolosa ocultando el domicilio de la otra parte. 
Se ha llegado a convertir en realidad lo que parecía solamente 
hipotético. Se ha presentado la demanda advirtiendo al Tribunal 
que se desconocía el paradero de la esposa. El Tribunal se conformó 
con la citación por edicto sin haber hecho la más mínima gestión 
para averiguar el domicilio de la demandada. La esposa no pudo 
comparecer ni a un solo acto del proceso porque ignoraba que se 
hubiese presentado demanda de nulidad de su matrimonio. Su asom-
bro es de suponer cuando el Párroco le comunicó que se había pro-
cedido a consignar la nulidad de su matrimonio ante sentencia fir-
me dada por el · Tribunal eclesiástico. Es de advertir que en este 
caso concreto, que estamos refiriendo, el esposo mandaba a la esposa 
todos los meses una cantidad de dinero, conocía perfectamente su 
domicilio y le había ocultado al Tribunal para que no fuese citada 
y no se opusiese a la demanda. 
Es claro que, descubierta la actuación dolosa del actor, la sen-
tencia podía y debía ser impugnada por defecto de nulidad insana-
ble. Había indefensión con dolo. Pero también es de advertir que no 
hubo diligencia ni en los jueces ni en los respectivos Defensores del 
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vínculo pues la citación por edicto solamente se podrá hacer des-
pués de «practicada una diligente investigación 39 y no se puede ha-
blar de paradero desconocido de una parte «nisi praehabita sit 
diligens inquisitio ad eundem detegendum» 40, es decir, cuando, des~ 
pués de diligente investigación, comprueba el Juez que no es posi-
ble la citación personal. 
Todavía podría preguntarse por el modo de hacer esta investi-
gación. No cabe duda que el expediente prematrimonial facilita mu-
chos datos de interés para llegar a localizar a la parte cuyo paradero 
se dice ignorar. No sería difícil encontrar la ayuda correspondiente 
en la autoridad civil facilitando los datos oportunos. 
Dada la importancia que tiene la declaración de la otra parte, 
que a veces resulta ser la que ha simulado o ha padecido el miedo 
o está afectada de anomalía psíquica, el D. del v. tendrá motivo 
suficiente, cuando no se ha hecho gestión alguna para buscar su 
paradero, de impugnación de sentencia pidiendo no sea ratificada 
ya que en la Instancia anterior no se cumplió la norma en asunto 
grave. 
g) La «fuga de causas». 
Si en nuestros tiempos algún abuso procesal ha sido motivo de 
escándalo, esto hemos de decirlo de la llamada «fuga de causas». 
Esto se ha hecho en modo alarmante saliendo de nuestra nación 
al extranjero, dentro de nuestra nación buscando el Tribunal más 
complaciente y dentro de una misma diócesis o Tribunal haciendo 
que la causa caiga en suerte al Juez que más interesa. 
Todos estos casos, cuando se ha buscado Tribunal complaciente, 
son sospechosos. En ellos tiene el D. del v. motivo suficiente para 
pedir que no sea ratificada la sentencia afirmativa y cuando se 
haya decretado la firmeza de la misma podrá pedir otro remedio, 
como veremos. 
Es ahora frecuente que el Tribunal de la Signatura Apostólica 
encargue al Tribunal de la Rota Española la revisión de algunas de 
estas causas, falladas en Tribunales extranjeros y declaradas firmes 
y ejecutivas. Las encarga con esta condición: «Si las partes acuden 
al Tribunal pidiendo que sea revisada la causa. Y en caso de no 
acudir, no podrán ejecutarse». 
Es verdad que ya se está poniendo remedio a tanto mal, pero 
39. en. 1.720; arto 83 de la Provida Mater. 
40. LEGA, Commentarium ... Romae, 1952, vol. n, pág. 534, n. 8. 
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falta mucho aún por hacer. Estos Tribunales, que recibían causas 
de otras naciones, hoy no pueden seguir recibiéndolas si no es 
cuando las dos partes estén residiendo en el territorio de aquellos 
Tribunales 41. Y sí queremos mencionar aquí que el esquema de 
nuevo . Código no menciomi. ya la residencia no précaria sino que 
adopta de nuevo los términos domicilio y cuasidomicilio 42. Sería 
de desear que en la distribución de las causas donde existen varios 
Tribunales se adoptase un sistema en el que no fuera posible ni la 
más mínima sospecha de corrupción. Y allí donde haya fundamento 
para tales sospechas, el D. del vínculo puede · encontrar motivo sufi-
ciente para impugnar la sentencia afirmativa y debe advertirlo en 
su escrito de animadversiones. No es lo peor el hecho de que se 
hayan dado estas irregularidades, lo peor es que se sigan dando 
y no se ponga remedio cuando han sido descubiertas. 
h) El abuso del informe psiquiátrico. 
Es otra fuente de injusticias. Unas veces consiste en lo siguiente: 
Se aporta a los autos un informe del psiquiatra que ha sido confec-
cionado en base a un «test» cumplimentado por la otra parte o por 
su Abogado. Esto no se sabrá o no constará en los autos natural-
mente. El psiquiatra dirá que, a juzgar por lo que consta en el «tes!», 
el cónyuge padece de falta de discrección de juicio, o no tuvo sufi 
ciente libertad interna, o tuvo una inmadurez afectiva grave, o fue 
víctima de una psicosis maníaco-depresiva, o es incapaz de unas 
relaciones interpersonales, o de cumplir las cargas del matrimonio. 
El Juez, sin comprobar si el informe médico se fundamenta en 
hechos demostrados judicialmente, declara que el matrimonio ha 
sido nulo. Lo fundamenta en el informe del psiquiatra. No necesita 
comentario este hecho para ver que resulta procesalmente mons-
truoso. El Juez no puede decretar la nulidad de un matrimonio 
solamente en virtud de unos datos facilitados por el psiquiatra. Es 
preciso que encuentre demostrados en los autos al menos los fun-
damentos suficientes para poder dar por sólidas las conclusiones del 
psiquiatra. De lo contrario, el Juez dará al informe psiquiatra un 
valor que no merece. Y esto es injusto. El D. del v. encontrará aquí 
razones más que suficientes para impugnar la sentencia afirmativa. 
41. Sobre los excesos que se daban en algunos Tribunales de Estados 
Unidos y el remedio que pone el Tribunal de la Signatura A. cfr. R.E.D.C., 
35 (1979), pág. 385; Communicationes, vol. XI, 1978, págs. 20-22. 
42. Communicationes, vol. XI, 1979, n .. 2, pág. 258. 
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El Cardenal Felici, en el actual Sínodo (1980) ha denunciado tam-
bién este abuso. 
También aquí conviene recordar lo que decía la Signatura A. en 
el citado memorial a la Conferencia E. Americana: «La mayoría de 
las causas (en estos Tribunales extranjeros) se deciden por inhabi-
lidad psíquica, incapacidad para cumplir las obligaclones conyuga-
les, incapacidad para cumplir con una comunidad de vida y de 
amor». Dando el valor inmerecido al informe psiquiatra que se ha 
confeccionado de modo antiprocesal; · resulta muy cómodo y rápido 
llegar a una sentencia de nulidad de matrimonio afirmativa. Tam-
bién aquí habría fundamento suficiente para impugnar la sentencia 
por ser nula la misma al fundarse en hechos no demostrados o 
falsos. 
No queremos terminar este apartado del escrito de animadver-
siones del D. del v. sin detenernos, aunque solo sea rápidamente, 
en los defectos que suelen tener estos escritos. Con frecuencia se 
viene observando que se limitan, muchas veces, los Defensores 
del v. de apelación a exponer las razones que han encontrado en 
los autos en favor de la nulidad del · matrimonio para terminar di-
ciendo que, en su opinión, debe ser ratificada la sentencia. Ni una 
palabra para exponer los argumentos que militan en favor de la 
validez del matrimonio o en contra de la nulidad del mismo. Y suelen 
justificar esta actuación diciendo que deben dar el informe «pro 
rei veritate». 
Entiendo que quienes actúan de esta forma no han compren-
dido lo que quiso decir el Papa Pío XII cuando empleó esta expre-
sión para definir la misión del D. del v. Decía el Pontífice que com-
pete al D. del v. «sostener la existencia o la continuación del vínculo 
conyugal, pero no en modo absoluto sino subordinadamente al fin 
del proceso que es la búsqueda y el resultado de la verdad obje-
tiva» 43. Y especificando más esta misión, añadía: «El D. del v. debe 
colaborar al bien común en cuanto indaga, expone y exclarece todo 
aquello que se debe aducir en favor del vínculo». Pero si en su 
escrito de animadversiones no aduce ningún argumento en favor 
del vínculo y se limita a exponer las razones en favor de la nulidad, 
su escrito se convierte en un escrito de Alegaciones de la parte 
actora. Por esto también reprocha el Pontífice la actuación del 
D. del v. que se conforma con una «visión sumaria de los autos y 
de algunas superficiales observaciones». Es decir, debe concretar 
43. Alocución del 2 de Octubre de 1944, A. A. S. 36 (1944), 281-290. 
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las razones en que apoya sus conclusiones o al menos, los motivos 
que están en favor del vínculo. 
No quiere el Pontífice que se defienda el vínculo a toda costa. 
Por eso afirma que no se puede exigir del D. del v. que «componga 
y prepare a toda costa una defensa artificial sin preocuparse de si 
sus afirmaciones tienen un fundamento serio o no. Esto, dice el 
Papa, traería confusión y perjudicaría el proceso a la vez que supon-
dría una fatiga inútil y sin valor». Pero entre confeccionar el es-
crito, exponiendo los argumentos que militan en favor del vínculo 
y que son objetivos constando en los autos, y tratar de confec-
cionar estos argumentos artificialmente existe grande diferencia. Es 
aquélla su misión, no es tampoco ésta. 
Es verdad que el Pontífice afirma que el D. del v., después de 
un detenido estudio de los autos puede concluir que «no ha encon-
trado objeción razonable contra la demanda del actor y manifes-
tarse en estos términos». Pero no olvidemos que el Papa ha dicho 
que el D. del v. debe hacer antes «un diligente, agudo y concienzudo 
examen de los autos». Y este diligente, agudo y concienzudo exa-
men debe aparecer en su escrito de animadversiones. 
Es el mismo Pontífice quien explica el sentido de la expresión 
«pro rei veritate»: «No se. debe decir que el D. del v. escribe sus 
animadversiones «pro rei veritate» sino pro «validitate matrimonii» 
Si con ello se entiende que el D. del v. debe poner de relieve todo 
aquello que está en favor y no lo que está en contra de la exis-
tencia o la continuación del vínculo, la observación es justa. Por 
el contrario, si se quiere afirmar que el D. del vínculo no está obli-
gado a servir también él, como a último fin al esclarecimiento de 
la verdad objetiva, sino que debe incondicionalmente e independien-
temente de las pruebas y de los resultados de! proceso, sostener 
la tesis obligada de la existencia del vínculo, esta afirmación ha 
de tenerse como falsa». El Papa sale al paso de quienes piensan que 
el D. del vínculo debe defender el vínculo a toda costa. No es esa 
su misión. Debe buscar la verdad objetiva y para ello debe exponer 
los argumentos que están en favor del vínculo. Después, valorando 
todas pruebas, concluirá «en favor de la verdad». Quienes omiten, 
en su escrito de animadversiones, los argumentos que constan en 
los autos en favor del vínculo, no actúan «pro rei veritate» sino «pro 
rei commoditate» pues es más fácil dejar o transcribir la conclusión 
a la que ha llegado sin decir en qué razones ha apoyado su conclusión, 
sin manifestar y dejar constancia de ello, de que ha estudiado seria-
mente también las razones que están en favor del vínculo. 
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6. El recurso contra el decreto ratificatorio. 
En el régimen de apelación anterior al M. p. «Causas matrimo-
niales» no existía este remedio de recurso contra la confirmación 
de la sentencia anterior también afirmativa. Existía la revisión de 
causa cuando había nuevos y graves argumentos. Ahora, desde el 
mencionado M. p., aún después de tener doble sentencia conforme 
en el sentido de que el decreto ha confirmado la sentencia de Pri-
mera Instancia, se puede recurrir contra este decreto. Así lo expone 
la norma IX,!: «Contra el decreto del Colegio que se muestra con-
forme con la sentencia de Primer Grado, el D. del v. o la parte que 
se considere gravada, tiene el derecho de recurrir al Tribunal Supe-
rior dentro de los diez días de la publicación del decreto, pero sola-
mente alegando nuevos y graves argumentos que deben estar pre-
parados. Estos argumentos deben exhibirse al Tribunal de Tercer 
Grado dentro de un mes después de interpuesto el recurso». 
Es el segundo remedio que tiene en su mano el D. del v. para 
impugnar la decisión que declara nulo el vínculo. Este remedio tiene 
algunas semejanzas con la apelación y otras con la llamada «nueva 
revisión» como puede apreciarse en la comparación con los cáno-
nes 1.879, 1.881, 1.883, 1.903, 1.989. Se puede comparar con la apela-
ción en cuanto al efecto suspensivo y a los plazos de diez días y 
de un mes; guarda analogía con la revisión en cuanto a los «graves 
y nuevos argumentos» que se piden para fundar el recurso. Ante 
estas semejanzas, es natural que podamos aplicar a este recurso 
los principios de la apelación y los de la revisión respectivamente 44. 
Aquí quiero exponer solamente lo referente a lo que se debe en-
tender por «nuevos y graves argumentos». 
a) Las irregularidades procesales. 
Han sido consideradas por la Jurisprudencia como nuevo y grave 
argumento para admitir la nueva revisión 45. Por consiguiente, tam-
bién para presentar el recurso contra el decreto ratificatorio. Estas 
podrán ser de mayor o menor entidad pero serán de entidad sufi-
ciente para este fin cuando se considere que se ha cometido una 
injusticia, indefensión o grave perjuicio. 
44. Remitimos a los comentarios respectivos para interpretar los plazos 
que menciona el M.p. para interponer el recurso y presentar los nuevos y 
graves argumentos. 
45. SRRD, 26 (1934), pág. 357, n. 1. c. HEARD. 
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b) Las lagunas procesales y las transgresiones de la ley. 
También son tenidas como motivo suficiente para admitir la 
revisión de causa. Así lo dice una decisión del Tribunal de la Sig-
natura Apostólica citando una sentencia c. Mattioli 46. Entiendo que 
serán «nuevos» argumentos cuando no hayan sido propuestos por 
el D. del v. en su escrito de animadversiones antes del decreto rati-
ficatorio. 
c) Los errores detectados en el proceso. 
Pueden ser de tal categoría e importancia que formen «nuevos 
y graves argumentos» aun cuando en estos errores no haya habido 
dolo 47. Los errores pueden referirse a los hechos en que se apoya 
la sentencia o a los principios jurídicos aplicados. La expresión 
«nuevos y graves argumentos« tiene un sentido, amplio 48. Así las 
pruebas ya propuestas pero que no fueron examinadas o estimadas 
menos recta y justamente, o que no fueron propuestas y sirven para 
fortalecer otras pruebas débiles o para llenar lagunas existentes o 
para manifestar que otras pruebas fueron erróneas 49. 
d) La falta de una defensa diligente. 
Ya hemos hablado de ella como motivo a destacar por el D. 
del v. en su escrito de animadversiones. Puede ser también motivo 
de nulidad de sentencia. Pero el D. del v. de Segunda Instancia pue-
de presentar recurso contra el decreto ratificatorio cuando se ha 
dado este defecto procesal considerando que existe un nuevo y 
grave argumento; La Signatura A. consideró falta de defensa al 
haber sido denegada la petición de Abogado de oficio y no haber 
sido valorados algunos textos que la defensa había juzgado regular-
mente so. Cuando se han omitido, por fallos humanos, las declara-
ciones de testigos que pueden aportar nuevos y graves argumentos, 
46. Cfr. «Periodica», 60 (1971), pág. 282; SRRD, 45 (1953), pág. 340, n. 8; 
c. MATTIOLI; Sent. del 13 de Junio de 1974, c. FELleI, en «Monitor ecclesiasticus», 
101 (1976), pág. 151. 
47. SRRD, 49 (1957), pág. 436 c. DOHENY. 
48. Decreto del 26 de Julio de 1975 c. EWERS, en «Monitor ecclesiasticus», 
102 (1977), pág. 58. 
49. Decreto del 3 de Noviembre de 1975 c. PINTO, en «Monitor ecclesiasticus», 
102 (1977), págs. 312-313. 
50. Cfr. «Periodica», 60 (1971), pág. 280. 
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hay motivos para admitir la causa a nueva revisión 51 y, por consi-
guiente, para presentar recurso contra el decreto ratificatorio. La 
Signatura A. vio «nuevos y graves argumentos» y una falta de de-
fensa diligente, cuando los hechos ya aducidos fueron valorados 
por los Jueces menos de lo que se merecían tales hechos 52. Una sen-
tencia rotal la admitió cuando los motivos de las sentencias ante-
riores diferían entre sí 53. Y la Signatura Apostólica cuando se dio 
un error de hecho con presunción de otros hechos 54. 
e) La probabilidad de sentencia contraria. 
Ha sido considerado por la doctrina y por la Jurisprudencia co-
mo causa suficiente para constituir «nuevo y grave argumento» y 
ser admitida la causa a nueva revisión. Así dicen algunas sentencias 
rotales: «La Jurisprudencia de N.S.T. tiene como graves argumentos 
o documentos el hecho de que de ellos se deduzca con probabilidad 
que el Juez podrá dar sentencia contraria a aquella cuya revisión 
se pide» 55. 
Con esta enumeración de principios y de casos no hemos agotado 
todas las posibilidades que se pueden dar para presentar recurso 
contra el decreto ratificatorio, pero si se han dado unos criterios 
bastante completos. Claro que si el D. del v. también en la Segunda 
Instancia cae en el defecto de falta de diligencia en la defensa del 
vínculo, nada se podrá conseguir. Es el D. del .v. de Segunda Ins-
tancia quien debe presentar el recurso contra el decreto ratifi-
catorio. 
7. La. adhesión al recurso presentado por la parte. 
Este recurso contra el decreto ratificatorio puede ser presentado 
solamente por la parte demandada no haciéndolo el D. del v. de 
Segunda Instancia. Esto confiere derecho al D. del v. de Tercera 
Instancia a adherirse al recurso presentado por la parte como cabe 
adherirse a la apelación a tenor del canon 1.887. Es otra consecuen-
5l. SRRD, 58 (1966), pág. 793, n. 2 c. LEFEBVRE. 
52. A. A. S. (1919), pág. 295-299. 
53. Sent. del 5 de Agosto de 1950, n. 5 c. FELlCI; 29 de Enero de ·1955, 
n. 2 c. HEARD. 
54. Cfr. "Periodica», 64 (1975), pág. 250. 
55. SRRD, 40 (1948), pág. 354, n. 2 c. JULLlEN; Sent. c. LEFEBVRE, en "Monitor 
ecc1esiasticus», 102 (1977), pág. 27. 
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cia que se deduce de la semejanza que tiene este recurso con el 
remedio de la apelación y de la revisión 56. La utilidad de este re-
medio en cuanto a la defensa del vínculo es clara. Puede darse el 
caso de haber presentado el recurso solamente la parte y no el 
D. del v. por negligencia del mismo. El D. del v. de Tercera Instancia 
puede adherirse a este recurso y de esta forma deberá continuar 
el proceso aún cuando la parte llegue a renunciar al recurso pre-
sentado contra el decreto ratificatorio, como sucede en el caso de 
la apelación incidental 57. 
Nuestro Código no fija el plazo válido para presentar la apela-
ción incidental, se limita a decir que «aunque hubiesen expirado 
los plazos fatales de la apelación» (en. 887,2); el Código Oriental 
concede el plazo de diez días y concreta que se ha de contar a 
partir del día en que se notificó al interesado la apelación princi-
pal (en. 413). Roberti dice que, por 10 general, debe hacerse antes 
de la litiscontestación 58. Lega se inclina por admitir que el plazo 
se ha de entender hasta la conclusión en la causa 59. Estimo más 
acertada esta última opinión pues la apelación incidental tiene su 
semejanza con la reconvención y ésta puede ponerse en este más 
amplio plazo 60. 
8. La apelación contra el decreto que no admite el recurso. 
De hecho este remedio o medio de impugnación contra la senten-
cia afirmativa se ha presentado en la práctica y se debe tratar ha-
blando de los diversos medios de impugnación de aquella sentencia. 
Estamos en el caso siguiente: Se dio una sentencia afirmativa; en 
Segunda Instancia se ratificó por decreto; la parte o el D. del 
vínculo o ambos presentaron recurso contra el decreto ratificatorio 
ante el Tribunal de Tercera Instancia pensando que tenían nuevos 
y graves argumentos. Este Tribunal rechazó el recurso. Nos pregun-
tamos: ¿Se puede apelar contra este decreto que rechazó el recurso? 
Hay razones en favor y hay razones en contra 61. Pero pondera-
56. Decreto del 6 de Abril de 1974 c. LEFEBVRE, en «Monitor ecclesiasticus», 
100 (1975), pág. 147, n. lO-B. 
57. Cn. 1887. 
58. De processibus, 11, pág. 204, n. 472. 
59. Commentarius ... 11, pág. 1.000, n.5. 
60. Cn. 1630. 
61. Cfr. ZENON GROCHOLEWSKI, reiectio récursus adversus decretum ratihábi-
tionis, en «Periodica», 68 (1979), págs. 50 ss. 
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das todas ellas, estimamos más conforme con el M. p. «Causas matri-
moniales», la sentencia que sostiene que este decreto no sería ape-
lable. Hemos de reconocer que el Tribunal de la Rota Romana ha 
dado decretos declarando que no es apelable y que también les ha 
dado admitiendo la apelación 62. Pero el Supremo Tribunal de la 
Signatura Apostólica ya se ha pronunciado sobre el particular. En 
decreto de 4 de junio de 1974 se manifestó en el sentido de que no 
se admitía esta apelación y daba como razón que en el M. p. no se 
mencionaba ningún remedio concreto contra el decreto que recha-
zaba tal apelación 63. Y en fecha 2 de abril de 1977, en decisión ante 
nueve Cardenales, el mismo Tribunal admitía la restitución «in 
integrum» contra un decreto de la Rota Romana que había admi-
tido dicha apelación 64. Parece ser que la Jurisprudencia, después de 
este decreto de la Signatura Apostólica tiende a tener por no ape-
lable el decreto que rechaza el recurso contra el decreto ratifi-
catorio. · 
Estos son los remedios propios del régimen de apelación insti-
tuidos en el M. p. «Causas matrimoniales». Contra las sentencias 
falladas según este sistema caben también otros remedios conteni-
dos en el Código como la nueva revisión y la querella de nulidad, 
como veremos. 
9. La apelación en conciencia. 
Este remedio no es mencionado en el M. p. «Causas matrimonia-
les». Se contiene en el canon 1.987 y el artículo 220 de la «Provida 
Maten>. Según esta norma, después de la segunda sentencia, que 
ha confirmado la nulidad del matrimonio, el D. del v. en grado de 
apelación puede apelar «si se cree obligado en conciencia». Esta 
es una facultad propia y exclusiva del D. del v. no pudiendo utili-
zarla la parte ni el Promotor de justicia. Y no es aplicable al régimen 
de apelación del M. p. «Causas matrimoniales». Es claro que el De-
fensordel vínculo no podrá utilizar este remedio si no tiene · muy 
graves razones que han sido ponderadas en su conciencia. No podrá 
exponer a las partes a unos gastos inútiles de un juicio. Y debe 
tener en cuenta que la doble sentencia conforme afirmando la nuli-
dad del matrimonio ya es una presunción en favor de dicha nulidad. 
62. Cfr. ZENON GROCHOLEWSKI, a. c. pág. S9 ss. 
·63. Ibid., págs. 62-63. 
64. Ibid., pág. 68. 
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Por ser asunto tan grave, el D. del v. puede abandonar la apelación 
sin que el Tribunal pueda obligarle a proseguir 65. También aquí vale 
el criterio señalado por el Papa Pío XII sobre la misión del D. del 
vínculo. No es defender el vínculo a toda costa pero tampoco es 
ceder a la «facilonería y permisividad» que denunciaba Pablo VI 66. 
Es la segunda apelación que puede hacer el D. del v. según régimen 
establecido en el Código. 
10. La nueva revisión de causa. 
Es un remedio contra las sentencias dadas en causas que tratan 
sobre el estado de las personas según los cánones 1.989 y 1.903. Se 
puede aplicar tanto a las causas terminadas según el sistema del 
M. p. «Causas matrimoniales» como a las que han seguido el esta-
blecido por el Código. Ya se ha tratado cómo debe entenderse la 
expresión «nuevos y graves argumentos», al exponer el recurso con-
tra el decreto ratificatorio. No procede repetir ahora lo ya conocido. 
En cambio, allí . nada se dijo sobre otra cuestión de interés en 
este punto. ¿Es apelable el decreto que rechaza la petición de nueva 
revisión de . causa? La duda podría surgir por lo dicho en el ca-
non 1.603,5: «La Signatura Apostólica juzga con potestad. ordinaria 
de los recursos contra las sentecias de la Rota en causas matrimo-
niales cuando ella rehusa admitirlas a nuevo examen». 
Nosotros estimamos que el decreto es apelable ya que no existe 
doble sentencia contra la petición de revisión que se funda en 
nuevos y graves argumentos. Y, naturalmente, el decreto denega-
torio de la· revisión tiene fuerza de sentencia definitiva. Lo esta-
blecido en el canon 1.603,5, se refiere a las decisiones del Tribunal 
de la Rota Romana y no hay motivos para extender esta norma al 
resto de los Tribunales. Pero veamos su sentido. 
Son varios los decretos rotales en el sentido de admitir la ape-
lación contra la no admisión de la causa a nueva revisión 67. Hay 
autores que se inclinan por dar opción a las partes entre apelar al 
Turno Superior o acudir al Tribunal de la Signatura interpretando 
así el canon 1.603,5 68 • Los autores que no hacen ·· esta distinción, 
65. Respuesta de la COmisión de Intérpretes del Código, de 29 de· Mayo 
de 1947; A. A. S., pág. 373. . 
66. Cfr. nota 4. 
67. Cfr. TORRES, Processus matrimonialis, Neapoli 1956,pág. 440. · 
68. CAPPELLO, Summa iuris canonici, Romae 1948, In, pág. 92; REGATILLO, 
Institutiones iuris canonici, Santander 1951, 11, pág. 244. 
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tampoco niegan la posibilidad de apelar al Turno Superior 69. Con-
cluyen la posibilidad de la apelación Torres 70 y Del Corpo 71. y des-
pués de la doble sentencia o decreto denegando la nueva revisión 
se puede acudir a la Signatura. En este sentido se han pronunciado 
sentencias rotales y la misma Signatura Apostólica 72. 
11. La querella de nulidad. 
También este remedio puede dirigirse contra las causas termi-
nadas según el régimen del M. p. Y las que han sido apeladas según 
la normativa codicial. El canon 1.897 dice expresamente que «pue-
den interponer la querella de nulidad no solo las partes que se 
crean perjudicadas sino también el Promotor de justicia o el Defen-
sor del v. cuando intervinieron en el juicio. 
Es sabido que la querella de nulidad puede ser presentada jun-
tamente con la apelación y entonces es el Juez Superior quien ha 
de juzgar. Y si se presenta sin apelación, ha de juzgar sobre la 
querella el Juez que dio la sentencia 73. En ambos casos ha de ser 
el D. del v. del Tribunal que dio la sentencia quien debe presentar 
la querella de nulidad. 
No es intención nuestra exponer aquí todos los motivos por los 
cuales puede ser presentado este remedio contra la sentencia sino 
solamente algunos de los que entran en los defectos o irregulari-
dades que hemos expuesto en este trabajo o se relacionen con la 
nueva normativa del M. p. «Causas matrimoniales». 
a) La falta de motivación en el decreto ratificatorio. 
Es conocida la diferencia que se estaba abriendo en la misma 
práctica procesal sobre este punto. Escribieron autores defendiendo 
que no era necesaria la motivación y con mayor solidez doctrinal 
defendieron otros la necesidad de esta motivación 74. 
69. WERNZ-VIDAL, Ius canonicum, Romae 1949, VI, pág. 124; LEGA-BARTOCETTI, 
Commént. in iudicia eccZesiastica, Romae 1950, 1, pág. 192, n. 11; ROBERTI, De 
processibus, n, pág. 250, n. 512. 
70. O. C., pág. 455. 
71. De retractatione causae matrimonialis post duplicem sententiam con-
formem. Neapoli 1969, pág. 165. 
72. SRRD, 58 (1966), pág. 953-954, n. 3-4 c. LEFEBVRE "Monitor ecclesiasticus», 
100 (1975), págs. 99-105. 
73. Cns. 1893 y 1895. 
74. Decreto c. PINTO, del 18 de Diciembre de 1972, en "Periodica», 62 (1973), 
págs. 550 ss.; Decreto c. FERRARO, del 3 de julio de 1973, en "Monitor ecclesiasti-
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La Comisión de Intérpretes del Concilio Vaticano 11 ya había 
manifestado en fecha 14 de febrero de 1974 75 que se debía poner 
la motivación. Pero continuaron las dudas sobre esta motivación: 
si su carencia afectaba a la nulidad del decreto. Fue preciso que 
la misma Comisión en fecha 1 de julio de 1976 resolviera decla-
rando que, bajo nulidad del decreto, debía darse la motivación, 
tanto jurídica como fáctica, al menos de modo sumario, en los 
decretos ratificatorios y en los que mandaban la causa a curso ordi-
nario 76, 
b) La aplicación del M. p. «Causas matrimoniales» fuera de 
lugar. 
Ya hemos expuesto que el decreto ratificatorio solamente puede 
darse cuando se ha dado sentencia afirmativa en Primera Instancia 
o en Grado equivalente a Primera Instancia. Si el Tribunal de Ter-
cera Instancia ratificase mediante decreto la sentencia que fue afir-
mativa en Primera Instancia pero negativa en Segunda, estimamos 
que habría lugar a la querella de nulidad, fundada en que el Juez 
ha sobrepasado los límites de su actuación legítima. Actuó «extra 
et ultra petita» en cuanto a la sustancia y en cuanto al proceso. No 
faltan autores que ven en este caso una nulidad insanable 77. En 
realidad el Juez no tenía competencia en modo absoluto ni para 
pronunciarse sobre lo que se pronunció ni en cuanto al modo como 
lo hizo. 
c) En caso de indefensión del vínculo. 
Aunque ya hemos expuesto la gravedad del caso de indefensión 
del vínculo cuando hablamos de la apelación y del escrito de ani-
madversiones del D. del v., queremos insistir ahora en esta irregu-
laridad destacando que puede llegar a ser de tal magnitud que ori-
gine la nulidad de la misma sentencia. Y esto por el mismo derecho 
natural que exige no se condene a nadie sin darle posibilidad de 
legítima defensa. Allí donde el D. del vínculo ha adoptado una acti-
CUS», 99 (1974), pág. 206 SS.; Decreto c. LEFEBVRE, del 6 de abril de 1974, en 
«Periodica» 64 (1975), pág. 194 SS.; DEL AMo, Los decretos nulos por falta de 
motivación, en R. E. D. C., 32 (1976), págs. 321-347. 
75. A. A. S., 66 (1974), pág. 463. 
76. A. A.S., 68 (1976), pág. 635; sobre esta cuestión cfr. DEL AMo, Decretos 
nulos por falta de motivación... a. c. pág. 321 ss. 
77. DE JORIO, Exordium. 
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tud totalmente pasiva, sin presentar pruebas de ninguna clase, esti-
mamos que ha faltado toda defensa para el vínculo. Si decimos que 
ha habido indefensión de la parte allí donde el Letrado no pre-
sentó prueba alguna ni se molestó por presentarlas, lo mismo he-
mos de afirmar donde de este modo se ha comportado el D. del v. 
Allí la parte quedó indefensa por negligencia del Letrado, aquí por 
negligencia del D. del v. Estimamos que no solamente ha habido 
indefensión donde no ha podido el D. del v. «proponer, contradecir, 
argüir» sino también donde no ha «propuesto, no ha contradicho, 
no ha argüido» por negligencia. Como ha habido indefensión no 
solamente donde no ha habido posibilidad de defenderse la parte 
sino también donde no ha sido defendida por negligencia del Le-
trado. Y no sólo donde ha habido indefensión por parte del D. del 
vínculo sino cuando la ha habido con relación a la parte demandada. 
El «memorandum» del Tribunal de la Signatura Apostólica en-
viado a la Conferencia Episcopal Americana menciona hechos como 
éstos: el de una demandada residente en España que escribió al-
gunas cartas al Provisor y al Defensor del vínculo y no recibió con-
testación jamás; el de un demandado que era Abogado, que no 
disponía de tiempo suficiente para preparar su defensa al serle noti-
ficada la demanda interpuesta, pidió el aplazamiento del proceso y 
un Abogado defensor provisto de conocimiento del idioma español 
para facilitar la tramitación de la causa, pero no recibió notifica-
ción alguna a excepción de la referente a la ejecución de la senten-
cia recaída; dos demandados presentaron quejas ante el Tribunal 
de la Signatura Apostólica porque no pudieron nombrar Abogado 
de su elección; la mujer que denunció el hecho de que cuatro testi-
gos presentados en favor de la tesis defendida por su marido, pro-
cedentes de los diversos lugares de España, para que un sacerdote, 
carente de competencia, junto con el D. del v., en ausencia del No-
tario, y con flagrante desacato hacia la autoridad eclesiástica del 
lugar (Roma), pudiesen interrogarles en un hotel; abundan las 
acusaciones según las cuales las causas de nulidad son instruidas 
sin informar a las partes demandadas y las sentencias desde el mo-
mento que se dictan son firmes y ejecutivas, no dando lugar a la 
apelación y son comunicadas una vez ejecutadas, mediante correo 
ordinario; procesos que se han ultimado en un período de tres me-
ses sin que la otra parte haya sido citada y sin posibilidad de apelar; 
al ser interpuesta la excepción de incompetencia, no han recibido 
otra respuesta que la sentencia y su consiguiente ejecución; a una 
mujer se le concedió el plazo de diez días para contestar a la de-
manda, pero mientras tanto, se dictó sentencia definitiva poniendo 
fin a la causa en el séptimo día, es decir, antes de los diez días con-
LA IMPUGNACIÓN DE LA SENTENCIA 307 
cedidos para preparar su defensa; frecuentemente se instruye y 
falla una causa dejando al margen a la parte demandada con total 
desconocimiento de lo actuado 78. Es claro que son otros tantos 
casos de indefensión y, por consiguiente, de nulidad de sentencia. 
En estos casos se desconoce la actuación del D. del v. pero está 
evidente que la parte no ha tenido posibilidad de defenderse. El 
D. del v. puede y debe presentar querella de nulidad o acudir a la 
Signatura A. para que se corrijan los defectos de esos Tribunales 
y se revise la sentencia que ha sido dada con estas irregularidades. 
También el «memorandum» enviado a la Conferencia Episcopal 
Española menciona casos como éstos: «En muchos casos la parte 
demandada no sabía que su causa matrimonial había sido introdu-
cida. La parte demandada ignora quién es el Abogado que le ha 
sido designado de oficio, no ha podido presentar testigos, ignora los 
que ha presentado la parte contraria, no puede leer los autos del 
proceso, no puede nombrar Abogado en España». Del mismo modo 
diremos que se trata de casos de indefensión al menos de la parte 
demandada. 
12. La querella de nulidad como incidente. 
Siendo el principio general el que dice que la querella se puede 
poner juntamente con la apelación ante el Juez Superior y dentro 
de los diez días, dentro de los tres meses ante el Juez Que dio la 
sentencia y sin la apelación 79, cabe ponerla esta querella ante el 
Juez de apelación fuera del plazo de los diez días siempre que se 
ponga a modo de incidente ante el Juez que ya está tratando la 
apelación. No cabe duda que la querella de nulidad puede ponerse 
a modo de incidente en la cuestión apelada. El Código no lo prohibe 
y el canon 1.567 prescribe que las causas conexas entre sí debe tra-
tarlas el mismo Juez si algún precepto de la ley no lo impide. El 
canon 1.837 manda que la cuestión incidental se trate antes que la 
principal 80. 
78. Cfr. nota 6. 
79. Cn. 1895. 
80. LEGA, B., Commentarius ... vol. 11, pág. 1030, n. 4-5; Decreto c. LEFEBVRB 
del 6 de abril de 1974, en «Monitor ecclesiasticus», 100 (1975), pág. 146. 

